[image: image1.png]



Región de Murcia







circular 2_99.doc

Consejería de Economía y Hacienda

Intervención General


Circular nº 2/1.999, de 4 de marzo, de la Intervención General de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, sobre interpretación que debe darse a los artículos 36 y 37.2.d) de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia.

La aplicación de los artículos 36 y 37.2.d) de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia (en adelante LHRM) ha suscitado distintos problemas de interpretación, tanto por los órganos de gestión como por los Interventores Delegados que los han de fiscalizar, sobre el alcance que se ha de dar a los mismos.


Dichos problemas ya fueron abordados por esta Intervención General mediante informe de 8 de noviembre de 1.994, en contestación a una consulta formulada por la Secretaría Técnica de la Presidencia, en nombre de la Comisión de Secretarios Generales.


A fin de procurar una aplicación homogénea de los citados preceptos, y de actualizar los criterios emitidos en el mencionado informe, que se considerará en vigor en lo que no se oponga a la presente Circular, y teniendo en cuenta los criterios legales de interpretación de las normas jurídicas (finalidad, contexto, realidad social y sentido propio de las palabras contenidos en el artículo 3 del Código Civil) esta Intervención considera oportuno formular unas cuestiones previas que darán lugar a su vez a las oportunas instrucciones.

CUESTIONES PREVIAS


EL principio de anualidad presupuestaria, también llamado de especialidad temporal, hace referencia a que la autorización presupuestaria es para gastar durante un período de tiempo concreto, y no por tiempo indefinido. Este período de tiempo es lo que se denomina “ejercicio presupuestario”, que según la normativa actualmente en vigor coincide con el año natural.


El criterio de imputación temporal de obligaciones se desprende de los siguientes artículos:

Art. 21.1. Las obligaciones económicas de la Comunidad Autónoma y de sus Organismos autónomos nacen de la Ley, de los negocios jurídicos y de los actos o hechos que según derecho las generen.

2. El cumplimiento de las obligaciones de pago solamente podrá exigirse de la Hacienda Regional cuando resulte de la ejecución de su Presupuesto, de conformidad con el artículo 34 de esta Ley, de sentencia judicial firme, la subsiguiente y preceptiva resolución administrativa o de operaciones de tesorería legalmente autorizadas.

3. Cuando estas obligaciones tengan por causa prestaciones o servicios a la Comunidad Autónoma, el pago no podrá realizarse hasta que el acreedor haya cumplido o garantizado su correlativa obligación.

Art. 27. El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural y a el se imputarán:

a)
Los derechos liquidados durante el mismo, cualquiera que sea el período de que se deriven.

b)
Las obligaciones reconocidas hasta el 31 de diciembre del correspondiente ejercicio, siempre que correspondan a adquisiciones, obras, servicios, prestaciones o gastos en general realizados dentro del mismo y con cargo a los respectivos créditos.

Art. 36. 1. Los créditos para gastos que en el último día del ejercicio presupuestario no estén afectados al cumplimiento de obligaciones ya reconocidas, quedarán anulados de pleno derecho.

Art. 37.1. Con cargo a los créditos del estado de gastos consignados en el Presupuesto, solo podrán contraerse obligaciones derivadas de gastos que se realicen en el año natural del ejercicio presupuestario.

Art. 49.1. Las órdenes de pago irán acompañadas de los documentos que prueben la realización de la prestación o el derecho del acreedor, de conformidad con los acuerdos que en su día autorizaron y comprometieron el gasto.

2. El Ordenador general de pagos podrá recibir las propuestas y expedir las correspondientes órdenes de pago por medios informáticos. En este supuesto, la documentación justificativa del gasto realizado podrá quedar en aquellos Centros en los que se reconocieron las correspondientes obligaciones.

3. Las dotaciones presupuestarias cuya gestión corresponda a la Asamblea Regional, se librarán en firme y anticipadas trimestralmente mediante operaciones extrapresupuestarias, formalizándose en las cuentas del presupuesto al finalizar cada trimestre.


En los artículos 36.1 y 37.1 quedan reflejados los dos aspectos de la especialidad temporal: que a un presupuesto solamente puedan contraerse obligaciones por gastos realizados durante su período de vigencia y que, una vez terminado dicho período, se produce la caducidad de la habilitación para gastar que está implícita en cada crédito presupuestario.


Como excepciones al mencionado principio surgen los artículos 36.2 y 37.2, que regulan, respectivamente, las incorporaciones de crédito y la aplicación a créditos del presupuesto vigente en el momento de expedición de las órdenes de pago de determinadas obligaciones que explícitamente se recogen en este último artículo.


El artículo 36.2 de la LHRM dispone:

“No obstante lo anterior, el Consejero de Economía y Hacienda podrá incorporar a los correspondientes créditos de los presupuestos de gastos del ejercicio inmediato siguiente:

a)
Los créditos extraordinarios y suplementos de crédito, que hayan sido concedidos en los dos últimos meses del ejercicio presupuestario y que, por causas justificadas, no hayan podido utilizarse durante el mismo.

b)
Los créditos que amparen compromisos de gastos por operaciones corrientes contraídos antes del último mes del ejercicio presupuestario y que, por motivos justificados, no hayan podido realizarse durante el mismo.

c)
Los créditos para operaciones de capital.

d)
Los créditos autorizados en función de la recaudación efectiva de derechos afectados.

e)
Los créditos generados por las operaciones que enumera el artículo 42 de la presente Ley”.

El compromiso de gasto en origen, excepto en los gastos plurianuales, no puede extenderse a ejercicios posteriores. No obstante, en la práctica pueden surgir incidencias que hagan imposible que quede realizado dentro del ejercicio. La finalidad de la incorporación de créditos es la de evitar consumir créditos del ejercicio siguiente en gastos proyectados para el anterior, cuando las causas de la demora son justificadas, y, en el caso de que en el nuevo ejercicio se careciese de consignación adecuada, evitar la suspensión de la obra o servicio. Pero el que un crédito sea incorporable por amparar determinados compromisos de gasto, no implica que éstos hayan de incorporarse al crédito en cuestión, sino que de conformidad con el artículo 37.2.d) de la LHRM éstos se imputan a los créditos del presupuesto vigente y, caso de acordarse la incorporación, ésta podrá destinarse a cualquier otra atención que sea aplicable al mismo crédito.

La incorporación de remanentes se configura como un mecanismo de modificación presupuestaria, lo que no quiere decir que ésta deba realizarse de forma automática, que consiste en incrementar el importe inicial de los créditos de un presupuesto, incorporando al mismo una parte de los remanentes (créditos que al finalizar el ejercicio estaban pendientes de ejecutar) puestos de manifiesto en el cierre del ejercicio, para no sobrecargar al presupuesto vigente cuando al mismo se deban imputar gastos que correspondiendo a presupuestos ya cerrados, no se liquidaron bien porque el gasto no llegó finalmente a realizarse o bien porque, habiéndose realizado el gasto, no fue posible practicar dentro del ejercicio las actuaciones conducentes a su liquidación y reconocimiento de la correspondiente obligación.

En este sentido, la interpretación que hay que dar al artículo 37.2.d) de la LHRM es la de considerar que se pueden imputar con cargo al ejercicio corriente obligaciones que deriven de compromisos de gasto debidamente adquiridos en ejercicios anteriores, sin hacer distinción entre sí la obligación corresponde a prestaciones realizadas en el ejercicio en el que se adquiere el compromiso de gasto o en el ejercicio en que se pretende imputar, pues donde la Ley no distingue, no se debe distinguir. En última instancia, lo que se pretende garantizar con esta interpretación es asumir con los créditos del nuevo presupuesto los compromisos de ejercicios anteriores, que no pudieron serlo en su momento, antes de contraer nuevos compromisos en cada ejercicio.

En el ámbito del Estado, el problema de los compromisos de gasto que en el presupuesto del ejercicio anterior hubieran quedado pendientes de reconocimiento de obligaciones, ha quedado solucionado mediante la Orden de 1 de febrero de 1.996, por la que se aprueba la Instrucción de operatoria contable a seguir en la Ejecución del Gasto del Estado, que en su Regla 55 dispone en su letra b) la imputación al ejercicio corriente de “todos aquellos compromisos de gasto que en el presupuesto del ejercicio anterior hubieran quedado pendientes del reconocimiento de obligaciones, siempre que dichos compromisos estuviesen efectivamente contraídos con una persona o entidad claramente identificada en el correspondiente expediente y ajena a la Administración General del Estado”. Dicha regla fue posteriormente modificada por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 26 de diciembre de 1.997 para adaptarse a la nueva redacción del artículo 49 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, que establecía de nuevo el período de ampliación del presupuesto, si bien no es necesario considerar esta nueva redacción, puesto que en el ámbito de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia no existe dicho período de ampliación. Desde el punto de vista de la ejecución presupuestaria y del equilibrio financiero este procedimiento es más correcto, pues garantiza en todo caso la existencia de crédito para abonar obligaciones que derivan de compromisos válidamente adquiridos, y que de otra manera se podrían ver limitados si no se registrasen con cargo al ejercicio presupuestario en vigor y se destinasen los créditos a otros gastos.

En cuanto a cual debe ser el documento contable con el que se continúa el procedimiento administrativo de ejecución del gasto en el ejercicio corriente, hay que partir de la base de que dicho procedimiento tiene lugar en ejercicios presupuestarios distintos; así, la intervención previa, autorización y compromiso de gasto o disposición tuvieron lugar en ejercicios anteriores mientras que el reconocimiento de la obligación y pago van a tener lugar en el ejercicio corriente, puesto que el ya analizado artículo 37.2.d) de la LHRM permite aplicar a los créditos del presupuesto corriente las obligaciones derivadas de compromisos adquiridos con anterioridad.

El artículo 36.1 de la LHRM establece que " los créditos para gastos que en el último día del ejercicio presupuestario no estén afectados al cumplimiento de obligaciones ya reconocidas, quedarán anulados de pleno derecho", sin más excepciones que las establecidas en su apartado 2.

De acuerdo con lo anterior, los créditos comprometidos en un ejercicio que no se encuentren en fase de reconocimiento de la obligación el 31 de diciembre, quedan anulados en dicha fecha, si bien subsisten los compromisos debidamente adquiridos, cuyas órdenes de pago se aplicarán al presupuesto vigente. Puesto que entre los fines de la Contabilidad pública que señala el artículo 94 de la LHRM se encuentra el de "registrar la ejecución del Presupuesto de la Comunidad Autónoma", debemos entender que la contabilidad debe reflejar con la máxima fidelidad la situación presupuestaria en la que se encuentran los créditos en cada momento. Así, a efectos de que la contabilidad del ejercicio vigente refleje la situación de los compromisos anteriores cuyos créditos fueron anulados el 31 de diciembre, se debería proceder a contabilización, el primer día hábil del nuevo ejercicio presupuestario, de los documentos contables "AD" correspondientes a compromisos ya adquiridos, para lo cual, y en aras de la agilidad y seguridad necesarias, debería ser el propio sistema informático el que realizase dicha operación en la fecha indicada, si bien esta opción no está disponible en nuestro sistema informático actual. De no realizarse dicha operación, la Contabilidad no reflejaría la verdadera situación de los créditos, pues se estarían considerando como créditos disponibles a créditos ya comprometidos.

No obstante todo lo anterior, el procedimiento descrito no impide que en el momento de reconocimiento de la obligación se pueda suspender la tramitación del expediente, en los casos indicados en el artículo 85.3 de la LHRM, o cuando se trate de expedientes sujetos al régimen de fiscalización previa limitada, efectuar las observaciones complementarias que se consideren oportunas o hacer mención en los informes de control financiero posterior de las irregularidades que se observen con respecto al procedimiento de gasto legalmente establecido que no afecten a los extremos fijados en las letras a) a c) del artículo 84.5.1 de la LHRM ni a los extremos determinados por el Consejo de Gobierno, conforme a la letra d) del mismo artículo.

Por todo ello, se dictan las siguientes instrucciones:

Primera.- Cualquier compromiso de gasto adquirido conforme a derecho en un ejercicio, puede ser reconocido y pagado, previo su traspaso, con cargo a los créditos del ejercicio corriente, con independencia de que posteriormente se realice la correspondiente incorporación.

En este sentido, se contabilizaran con cargo a los créditos del ejercicio corriente, tanto los gastos realizados en ejercicios anteriores, que no se pudieron reconocer en los mismos, como los realizados en el corriente, cuya financiación deriva de créditos comprometidos en el ejercicio anterior.

Segunda.- El traspaso de compromisos de gasto pendientes del reconocimiento de la obligación en el ejercicio anterior se efectuará mediante documento contable AD al que se acompañará la siguiente documentación:

-
Copia del contrato, acuerdo o resolución que dio lugar al compromiso de gasto.

-
Copia de la fiscalización correspondiente.

-
Certificado del Jefe de la Oficina Presupuestaria del remanente de crédito existente en el concepto correspondiente al final del ejercicio inmediatamente anterior que corresponda al expediente de gasto cuyo saldo de disposición se pretenda registrar.

-
Acuerdo o resolución del órgano competente de imputación de saldos de disposición al ejercicio corriente en base al artículo 37.2.d), por cuantía que igual o inferior al remanente de crédito existente en el concepto correspondiente.

Por el Interventor Delegado se comprobará que se han producido los hechos que constan en el documento contable, que los datos consignados son los correctos y procederá, en su caso, al registro definitivo en el sistema, actualizando los saldos de los conceptos a que se refiere el documento. La firma o validación del Interventor Delegado no tendrá otro alcance que el registro en contabilidad de la operación mencionada, por lo que en ningún momento se entenderá como acto de intervención y control de legalidad de las mencionadas operaciones de gestión, y será independiente de las observaciones que, en su caso, se deban formular en los informes de control financiero posterior.

Tercera.-  No podrán ser susceptibles de pago con cargo a los créditos del ejercicio corriente las obligaciones derivadas de compromisos de gastos adquiridos sin la preceptiva fiscalización, hasta que se conozca y resuelva dicha omisión en los términos previstos en el artículo 32 del Real Decreto 2188/1995, de 28 de diciembre, por el que se desarrolla el régimen de control interno ejercido por la Intervención General de la Administración del Estado.

Cuarta.- La expedición de las órdenes de pago con cargo a los créditos del presupuesto corriente, en aplicación del artículo 37.2.d) de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia, no lleva implícita la incorporación del crédito correspondiente, sin perjuicio de que, a lo largo del ejercicio en vigor pueda acordarse tal incorporación por los órganos competentes, de conformidad con el artículo 36.2 de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia y normas complementarias.

Disposición Adicional.- La presente Circular no será de aplicación a los remanentes de crédito derivados de gastos con financiación afectada, integrados en el Remanente de Tesorería afectado del ejercicio anterior, así como a los remanentes de crédito financiados con saldos realizados de compromisos de ingresos, que se regirán por lo dispuesto en el punto 3 del artículo 36 de la Ley 3/1990, de Hacienda de la Región de Murcia, en su redacción dada por la Ley 11/1998, de 28 de diciembre, de Medidas Financieras, Administrativas y de Función Pública Regional.

Murcia, 4 de marzo de 1999.

EL INTERVENTOR GENERAL

Fdo.: Juan Antonio Solera Villena

SRS. INTERVENTORES DELEGADOS EN LAS CONSEJERÍAS
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